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SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA

La Sección Cuarta del Consejo de Estado procede a decidir la solicitud de tutela promovida por el señor Jhon Edinson Molina Rondón, quien actúa a través de apoderado, contra el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, en la que pide el amparo constitucional de los derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y a la igualdad, que considera vulnerados con la sentencia de 25 de julio de 2019, que modificó la decisión del Juzgado Treinta y Seis Administrativo del Circuito de Bogotá, Sección Tercera, de 22 de mayo de 2017, en el sentido de declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños sufridos como consecuencia del daño que se le causó al actor durante su desempeño como soldado regular y reducir lo relativo al perjuicio moral y al daño a la salud, así como negar el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante.
I. ANTECEDENTES
1. Hechos
De la lectura de los expedientes de tutela y ordinario, se tienen como hechos relevantes los siguientes:
Jhon Edinson Molina Rondón prestó su servicio militar obligatorio como soldado bachiller en el Batallón de A.S.P.C. Nº 6 Francisco Antonio Zea en la ciudad de Ibagué (Tolima). El 17 de octubre de 2013, durante la instrucción de la prueba de paso de pista, cuando realizaba un salto en la barra de equilibrio sufrió lesiones consistentes en “fractura cerrada de tercio medio de fémur derecho y fractura de peroné derecho y otras lesiones de carácter permanente”
.

El señor Jhon Edinson Molina Rondón junto con sus familiares Janeth Rondón Valbuena (madre), Jorge Eduardo Molina Caballero (padre), Diana Catalina Molina Rondón, Julieth Tatiana Molina Carvajal, Laura Sofía Marín Rondón (hermanas), Margarita Valbuena (abuela materna), Omar Rondón Gutiérrez (abuelo materno) y Leonor Cañarte de Molina (abuela paterna), presentaron demanda en el ejercicio del medio de control de reparación directa contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, con el fin de obtener la reparación de los perjuicios causados con ocasión de las lesiones sufridas por la víctima directa cuando prestaba el servicio militar obligatorio como soldado bachiller. 

El asunto correspondió por reparto al Juzgado Treinta y Seis Administrativo del Circuito de Bogotá, Sección Tercera, que en sentencia de 22 de mayo de 2017, declaró la responsabilidad patrimonial de la entidad demandada y accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. En este sentido, condenó a la entidad demandada al pago de perjuicios morales para la víctima directa y sus padres de 20 s.m.l.m.v, para cada uno, a sus hermanas, abuela materna y abuela paterna reconoció la suma de 10 s.m.l.m.v. El señor Omar Rondón Gutiérrez (abuelo materno) fue excluido por no haber acreditado el parentesco con la víctima directa. 
Respecto a los perjuicios materiales dispuso: “CUARTO: CONDENAR a la Nación- Ministerio de Defensa- Ejército Nacional, a pagar al demandante, señor Jhon Edinson Molina Rondón, como víctima directa, por concepto de perjuicios materiales la suma de (…) ($46.861.255,8 M/CTE)”
. Frente al daño en la salud otorgó a la víctima directa la suma de 20 s.m.l.m.v. 
Ambas partes interpusieron recurso de apelación que fue resuelto por la Sección Tercera, Subsección “A”, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante providencia de 25 de julio de 2019, en la que decidió modificar la sentencia de primera instancia, en el sentido de declarar la falta de legitimación en la causa por activa de Omar Rondón Gutiérrez y Leonor Cañarte de Molina y condenar al Ejército Nacional al pago a la víctima directa y a sus padres de 10 s.m.l.m.v. para cada uno,  de 5 s.m.l.m.v. a cada hermana y a la abuela materna, así como 10 s.m.l.m.v. al señor Jhon Edison Molina Rondón por concepto de daño a la salud, la reducción de los montos indemnizatorios se sustentó en el grado de participación de la entidad en el daño y la culpa concurrente de la víctima en el accidente. Respecto al perjuicio material por lucro cesante negó las pretensiones bajo el argumento de que el acta de la Junta Médico Laboral no es suficiente para demostrar que la lesión ocurrida por causa del servicio militar le generó un lucro cesante, pues debe comprobarse la disminución de las condiciones de salud del afectado en función de las labores ordinarias y no sólo para el desarrollo de actividades militares. 

2. Fundamentos de la acción

El accionante considera que al proferir la sentencia del 25 de julio de 2019, la Sección Tercera, Subsección “A” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca vulneró los derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y a la igualdad, en tanto incurrió en los siguientes defectos: 
Defecto fáctico, al valorar de forma indebida el acta de la Junta Médico Laboral y concluir que no resultaba suficiente para probar la existencia de una pérdida de la capacidad para ejercer trabajos ordinarios, pues con ese documento se acredita con contundencia el daño y la gravedad de las lesiones padecidas, luego se encuentra acreditado el perjuicio alegado y corresponde liquidarlo. 
Desconocimiento del precedente judicial teniendo en cuenta que la Sección Tercera del Consejo de Estado, de forma reiterada y pacífica
, ha cuantificado el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante con fundamento en el porcentaje de incapacidad establecido en el acta de junta médico laboral, sin que se exija, en los casos de soldados conscriptos, otro medio de prueba distinto. 
Refirió que el Consejo de Estado, en calidad de juez de tutela, ha revocado varias decisiones dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, al encontrar que las mismas “resultan violatorias de los derechos fundamentales habida cuenta de que la Junta Médica realizada por las fuerzas militares si acredita el lucro cesante de la lesión sufrida y la consecuencial pérdida de la capacidad laboral”
. 

3. Pretensiones
El accionante formuló las siguientes pretensiones:
“Primero-. TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia, e igualdad establecidos en la Constitución Política de Colombia. 

Segundo: DECLARAR que la providencia dictada el 25 de junio de 2019, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, violó los artículos 29, 229 y 13 de la Constitución Política de Colombia.
Tercero.- DEJAR sin efectos la decisión dictada el pasado 25 de julio de 2019 por la Subsección “A” de la  Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en su lugar ORDENAR a la Subsección A de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que expida una nueva decisión que se acompase con la postura de la Sección Tercera del Consejo de Estado, a fin de que se garantice el debido proceso y la igualdad. 

Cuarto- ORDENAR al Tribunal Administrativo de Cundinamarca que liquide el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante utilizando las fórmulas que usualmente utiliza el Consejo de Estado para cuantificar este perjuicio”
.
4. Pruebas relevantes

Mediante oficio Nº 001 de 14 de enero de 2020, remitió el expediente en calidad de préstamo que contiene el medio de control de reparación directa radicado bajo el Nº 11001333603620140041701. Actor: Jhon Edison Molina Rondón. 
5. Trámite procesal

Por auto de 4 de diciembre de 2019, el despacho del Consejero Jorge Octavio Ramírez Ramírez admitió la demanda y ordenó notificar al demandante y a la autoridad judicial demandada, así como al Juzgado Treinta y Seis Administrativo de Bogotá, al Ministerio de Defensa Nacional, al Ejército Nacional, a los señores Janeth Rondón Valbuena, Jorge Eduardo Molina Caballero, Diana Catalina Molina Rondón, Julieth Tatiana Molina Carvajal, Laura Sofía Marín Rondón, Margarita Valbuena, Leonor Cañarte de Molina, Omar Rondón Gutiérrez y a los demás demandantes, demandados y terceros con interés que actuaron dentro del proceso de reparación directa radicado bajo Nº 11001333603620140041701, como terceros interesados en el proceso. 
La Secretaría General de esta Corporación libró los oficios 122335 a 12240, todos de 16 de diciembre de 2019, a fin de darle cumplimiento a la referida decisión.
Posteriormente, en proveído de 6 de febrero de 2020, se ordenó remitir el expediente a este despacho, en razón a que el proyecto de fallo que se puso a consideración en sala de ese mismo día, fue derrotado. 
6. Oposición 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, el Juzgado Treinta y Seis Administrativo del Circuito de Bogotá, Sección Tercera, el Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, Janeth Rondón Valbuena, Jorge Eduardo Molina Caballero, Diana Catalina Molina Rondón, Julieth Tatiana Molina Carvajal, Laura Sofía Marín Rondón, Margarita Valbuena, Leonor Cañarte de Molina y Omar Rondón Gutiérrez, guardaron silencio aun cuando fueron debidamente notificados. 
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

De conformidad con lo previsto en los artículos 86 de la Constitución Política, 29 del Decreto 2591 de 1991 y 13 del reglamento interno (Acuerdo 080 de 2019), la Sección Cuarta del Consejo de Estado es competente para decidir el asunto objeto de estudio.

2.  Planteamiento del problema jurídico
Le corresponde a la Sala determinar si el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, mediante la decisión de 25 de julio de 2019, vulneró los derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y a la igualdad, por incurrir en defecto fáctico y desconocimiento del precedente judicial, al negar el reconocimiento de los perjuicios materiales por concepto de lucro cesante bajo el argumento de que el acta de la Junta Médico Laboral no resulta suficiente para acreditar la existencia de ese tipo de perjuicios. 
3. Procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales

El artículo 86 de la Constitución Política señala que toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, “cuando quiera que estos resulten vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”, mandato que materializa las obligaciones internacionales contenidas en los artículos 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y 2.3 literal a) del Pacto de Derechos Civiles y Políticos
, instrumentos que hacen parte de la legislación interna en virtud del bloque de constitucionalidad (art. 93 de la Carta).

Esta Corporación judicial en la sentencia de unificación emanada de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 31 de julio de 2012
, acogió la tesis de admitir la procedencia excepcionalísima de la solicitud de tutela contra providencias judiciales, cuando se advierta una manifiesta vulneración iusfundamental.

Más adelante, la misma Sala en sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, precisó el ámbito de aplicación de la acción de tutela contra providencias judiciales, lo que llevó a concluir que su procedencia se debe predicar, también, respecto “de sus máximos tribunales”, en tanto se trata de autoridades públicas que “pueden eventualmente vulnerar los derechos fundamentales de personas”. En la misma decisión, el Consejo de Estado acogió las condiciones de aplicación que sistematizó la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
.
Los requisitos generales de procedencia que deben ser verificados, son: (i) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración (…); (iv) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora (…); (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible (…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela.

Ahora bien, los requisitos específicos de procedencia que ha precisado la jurisprudencia constitucional en la misma sentencia C-590 de 2005, son los siguientes: (i) Defecto orgánico
; (ii) Defecto procedimental absoluto
; (iii) Defecto fáctico
; (iv) Defecto material o sustantivo
; (v) Error inducido
; (vi) Decisión sin motivación
; (vii) Desconocimiento del precedente
 y (viiii) Violación directa de la Constitución.

Al juez de tutela le corresponde verificar el cumplimiento estricto de todos los requisitos generales de procedencia, de tal modo que una vez superado ese examen formal pueda constatar si se configura, por lo menos, uno de los defectos arriba mencionados, siempre y cuando, en principio, hayan sido alegados por el interesado. Estos presupuestos han sido acogidos en reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo
 y de la Corte Constitucional
.
En definitiva, la acción de tutela contra providencias judiciales, como mecanismo excepcional, se justifica en el carácter prevalente que se debe dar a la cosa juzgada y a los principios constitucionales de autonomía e independencia del juez natural, atributos que debe tener en consideración el juez constitucional al momento de estudiar la constitucionalidad de cualquier fallo.
4. Estudio y solución del caso concreto

4.1. La Sala encuentra que los requisitos generales están cumplidos en el asunto bajo estudio, por cuanto goza de la relevancia constitucional necesaria para el estudio de fondo por parte del juez de tutela. La providencia atacada se dictó en el marco del recurso de apelación, por lo que la parte actora no cuenta con otro mecanismo de defensa judicial. Igualmente, la acción de tutela se instauró dentro de los 6 meses
 establecidos como plazo razonable precisado por esta Corporación
. Asimismo, los hechos y las pretensiones fueron desarrollados de manera clara y, por último, la acción de tutela no es contra un fallo de la misma naturaleza.
4.2. En el caso bajo estudio, el señor Jhon Edinson Molina Rondón elevó acción de tutela al considerar que la autoridad judicial demandada incurrió en defecto fáctico y desconocimiento de precedente, al no dar valor probatorio al acta de la Junta Médico Laboral para probar, reconocer y liquidar los perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, lo que, en su sentir, resulta contrario a la postura reiterada y pacífica de la Sección Tercera del Consejo de Estado, quien ha reconocido y cuantificado, en casos de soldados conscriptos, dicho perjuicio con base en el acta de la Junta Médico Laboral, sin que se exija otro medio de prueba distinto.  
Al respecto, la Sala observa que la sentencia de 25 de julio de 2019, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, modificó la providencia de primera instancia en el sentido de negar el reconocimiento de los perjuicios materiales por lucro cesante. Dicha decisión la sustentó con base en los siguientes argumentos:

“(…) la sala insiste en que el acta de la junta médica laboral que dictamina la capacidad sicofísica del personal de la Fuerza Pública tiene valor probatorio, pues los hechos a los que se refiere
 ese medio de prueba dirigen a la aptitud que le permita el desarrollo de la actividad militar según está previsto en el Decreto 1796 de 2000, norma que regula la evaluación de la capacidad laboral de los miembros de la Fuerza Pública Alumnos de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la Policía Nacional, personal civil al servicio del Ministerio de Defensa Nacional y de fuerzas militares y personal no uniformado de la Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993. 

77. Esta finalidad es la que fija el artículo 3 de esa norma, cuando establece: 

Artículo 3. Calificación de la capacidad psicofísica. La capacidad sicofisica para ingreso y permanencia en el servicio del personal de que trata el presente decreto, se califica con los conceptos de apto, aplazado y no apto. 

Es apto quien presente condiciones sicofísicas que permitan desarrollar normal y eficientemente la actividad militar, policial y civil correspondiente a su cargo, empleo o funciones. 

Es aplazado quien presente alguna lesión o enfermedad y que mediante tratamiento, pueda recuperar Su capacidad sicofísica para el desempeño de su actividad militar, policial o civil correspondiente a su cargo, empleo o funciones. 

Es no apto quien presente alguna alteración sicofísica que no le permita desarrollar normal y eficientemente la actividad militar, policial o civil correspondiente a su cargo, empleo o funciones. 

78. Por eso, si la parte demandante adujo que la lesión ocurrida por causa del servicio militar le generó un lucro cesante, debe demostrarse la disminución de las condiciones de salud del afectado, en función de las labores ordinarias. 
79. Esta carga probatoria (art. 167 CGP) se justifica en que el perjuicio no puede ser hipotético, dado que la certeza del daño es elemento que caracteriza que sea resarcible. 

80. Es decir que la prueba sobre la afectación para el servicio militar, debe valorarse en conjunto con los demás medios de convicción (art. 176 CGP) y bajo las reglas de la sana crítica, para establecer si el lucro cesante aludido como consecuencia del hecho, está demostrado en cada caso concreto. 
81. Y en el caso bajo examen, la sala considera que la secuela establecida por la Junta Médico Laboral, no conduce a demostrar que el demandante estuviese en imposibilidad de desempeñar cualquier actividad productiva, luego de que terminó su vinculación con la institución castrense. 

82. Por lo anterior, la sala encuentra que no se probó que la secuela del señor Molina Rondón, establecida en razón del servicio militar obligatorio, le hubiese causado algún detrimento en su patrimonio que justifique una indemnización por este concepto. 

(…) 

85. En consecuencia, la sala modificará la sentencia, para negar la indemnización que fuera reconocida a título de lucro cesante”
. 
De acuerdo con lo anterior, se advierte que las razones que llevaron al Tribunal accionado a negar el reconocimiento de la indemnización de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, consistían en la falta de idoneidad del acta de la Junta Médico Laboral aportada en el trámite de reparación directa para probar la existencia de este perjuicio, teniendo en cuenta que con dicho documento sólo se constata la disminución de la capacidad laboral para desempeñar actividades militares pero no para otras labores.
En el acta de la Junta Médica Laboral Médico Laboral Nº 89604 de14 de septiembre de 2016, se le dictaminó al joven Jhon Edison Molina Rendón una disminución de la capacidad laboral del 19,5%, que le genera incapacidad permanente parcial, por las lesiones que sufrió mientras realizaba un salto en la barra de equilibrio como parte de la instrucción de una prueba de paso de pista, concretamente se dictaminó:  

“1) DURANTE ACTOS DEL SERVICIO SUFRE CAÍDA AL SALTAR OBSTÁCULO OCASIONÁNDOLE FRACTURA DE FÉMUR Y EPÍFISIS DISTAL DE TIBIA VALORADO Y TRATADO POR ORTOPEDIA QUE DEJA COMO SECUELA: A. LIMITACIÓN ARCOS DE MOVILIDAD DE RODILLA DERECHA”
.
Al respecto, esta Sección en pronunciamiento de 15 de mayo de 2019
, indicó que aun cuando no existe un precedente judicial unificado sobre el asunto, lo que descarta este defecto, es posible advertir una línea pacífica en la Sección Tercera del Consejo de Estado en torno al reconocimiento y liquidación del perjuicio por lucro cesante a partir del porcentaje de la pérdida de capacidad laboral que se establece en el acta de la Junta Médica Laboral Militar, por lo que su omisión configura un defecto fáctico. En particular, se hizo referencia a la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, así como a las sentencias de 1 de julio de 2004 (expediente 1995-04903-01), 10 de marzo de 2011 (expediente 19159) y 7 de junio de 2011 (expediente 22462). 
Igualmente, esta Sala en providencia de 7 de marzo de 2018
, resolvió un asunto similar, en el que se afirmó que dicha acta demostraba la configuración del lucro cesante, con sustento en lo siguiente:

“En primer lugar, la Sala advierte que si bien la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014 no se ocupó de analizar si el acta de la Junta Médico Laboral Militar es prueba suficiente para reconocer perjuicios por lucro cesante, lo cierto es que esa providencia reconoció lucro cesante y lo tasó conforme con la pérdida de capacidad laboral que dictaminó la Junta Médico Laboral Militar.

(…)

Es decir, en esa sentencia, la Sección Tercera del Consejo de Estado no discurrió sobre si la pérdida de capacidad laboral comprendía únicamente el servicio militar u otro tipo de actividades económicas. De hecho, en las demás sentencias que invocó el demandante para sustentar el desconocimiento del precedente
, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha reconocido y liquidado el perjuicio por lucro cesante a partir de la pérdida de capacidad laboral que se establece en el acta de la Junta Médica Laboral Militar.

(…)

En consecuencia, la Sala estima que la Subsección A de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca sí debió disponer el reconocimiento de los perjuicios por daño a la salud y lucro cesante, que debió tasar conforme con los parámetros establecidos por la Sección Tercera de esta Corporación”.
En esta ocasión, la Sala mantendrá la posición antes trascrita en el sentido de que se configuró un defecto fáctico en su dimensión negativa, toda vez que la Sección Tercera del Consejo de Estado en la citada decisión de unificación como en otros pronunciamientos, ha reconocido el lucro cesante y ha calculado el monto de dicho perjuicio material, partiendo del porcentaje de pérdida de la capacidad laboral establecido en el acta de la Junta Médica Laboral, razón por la cual la autoridad judicial accionada debió acceder a dicha pretensión, pues el acta da cuenta de la disminución de la capacidad laboral del demandante, pudiendo entonces establecer el perjuicio material y liquidarlo.
Por lo anterior, no es válido el argumento expuesto por la autoridad judicial demandada de descartar el acta de la Junta Médico Laboral que dictaminó la disminución de la capacidad laboral del demandante en un 19,5%, al indicar que esta sólo se refiere a labores de naturaleza militar, ya que con ello se desconoce que la jurisprudencia de esta Corporación ha sido pacífica en el sentido de tomar como parámetro probatorio el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral establecido en dicho documento, para reconocer el lucro cesante y calcular el porcentaje de la reparación.
En consecuencia, se observa que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, incurrió en defecto fáctico por no tener en cuenta el acta de la Junta Médico Laboral aportada por el actor para efectos de reconocer y tasar el monto del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante.

Así las cosas, la Sala concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso. Por consiguiente, se ordenará al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, que dicte sentencia complementaria, con base en las consideraciones expuestas.

5. Razón de la decisión

La Sala accederá a las pretensiones formuladas en la solicitud de amparo al constatar que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, incurrió en defecto fáctico, toda vez que negó la indemnización por lucro cesante, al considerar que el acta de la Junta Médica Laboral no era suficiente para demostrar la existencia de dicho perjuicio, sin tener en cuenta que la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha sido pacífica en el sentido de tomar como referencia el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral establecido en dicha prueba, para reconocer el lucro cesante y calcular el porcentaje de la reparación. 
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sección Cuarta del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

Primero.- AMPÁRASE el derecho fundamental al debido proceso del señor Jhon Edison Molina Rondón. En consecuencia, 

Segundo.- ORDÉNASE al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, que en un término no mayor a veinte (20) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, emita sentencia complementaria dentro del proceso de reparación directa promovido por el demandante y otros (expediente Nº 11001333603620140041701), con base en las razones expuestas en esta providencia.
Tercero.- NOTIFÍQUESE esta decisión por el medio más eficaz y expedito posible, como lo dispone el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Cuarto.- PUBLÍQUESE esta providencia en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama Judicial.
Quinto.- En caso de no ser impugnada esta providencia, REMÍTASE el expediente de tutela a la Corte Constitucional para que surta el trámite de eventual revisión previsto en el artículo 86 de la Constitución Política.
Cópiese, notifíquese y cúmplase,

Esta sentencia fue discutida y aprobada en sesión de la fecha.
	STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO
Presidenta de la Sección
	MILTON CHAVES GARCÍA

Consejero

ACLARO VOTO



	JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ
Consejero


� Folio 2 (reverso) del expediente ordinario en calidad de préstamo contentivo del medio de control de reparación directa Nº 11001333603620140041701. 


� Folio 17 (reverso) ibíd. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera sentencia de 19* de agosto de 2004, exp. Nº 15.791, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, reiterada en: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia de 7 de julio de 2011, exp N 20.835, C.P. Enrique Gil Botero y Subsección “A”, sentencia de 13 de junio de 2016, exp. Nº 37.041, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico. 


� Folio 8 del expediente. 


� Folio 18 del expediente. 


� Aprobada por medio de la Ley 16 de 1972.


� Aprobado por medio de la Ley 74 de 1968.


� Expediente Nº 2009-01328-01, C. P. María Elizabeth García González.


� Expediente Nº 2012-02201-01, C. P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� M. P. Jaime Córdoba Triviño.


� Se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.


� Que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.


� Que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.


� Como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.


� Que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.


� Que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.


� Se presenta cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.


� Cfr., Sentencia del 7 de diciembre de 2016, C. P. Stella Jeannette Carvajal Basto (exp. 2016 00134-01), Sentencia del 7 de diciembre de 2016, C. P. Carlos Enrique Moreno Rubio (exp. Nº 2016-02213-01), Sentencia del 24 de noviembre de 2016, C. P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez (exp. Nº 2016-02568-01, Sentencia del 27 de noviembre de 2016, C. P. Roberto Augusto Serrato Valdés, entre otras.


� Cfr., Sentencias SU-556 de 2016, M. P. María Victoria Calle Correa, SU-542 de 2016, M. P. Gloria Stella Ortíz Delgado, SU-490 de 2016, M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, SU-659 de 2015, M. P. Alberto Rojas Ríos y SU-874 de 2014, M. P. Martha Victoria Sáchica Méndez, entre otras.


� La providencia atacada se notificó mediante correo electrónico de 8 de agosto de 2019 y la acción de tutela se presentó el 29 de noviembre de 2019, por lo que transcurrieron tres (3) meses y veinte (20) días.


� Expediente: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Demandante: Alpina Productos Alimenticios S.A. Demandado: Consejo de Estado, Sección Primera. M.P.: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Folios 105 y ss del expediente ordinario en calidad de préstamo contentivo del medio de control de reparación directa Nº 11001333603620140041701.


� Folio 274 del cuaderno Nº 2 ibíd. 


� Exp. 11001-03-15-000-2018-02795-00, M. P. Julio Roberto Piza Rodríguez.


� Radicado Nº: 11001-03-15-000-2017-01947-01, M.P.: Julio Roberto Piza Rodríguez.


� Sentencias: i) del 7 de marzo de 2007, expediente 17001-23-31-000-1993-05009-01; ii) del 11 de abril de 2016, expediente 50001-21-31-000-2000-20274-01; iii) del 12 de junio de 2014, expediente 76001-23-31-000-2008-00170-01; iv) del 27 de marzo de 2014, expediente 08001-23-31-000-1996-00104-01; v) del 14 de mayo de 2014, expediente 76001-23-33-000-2000-02656-01; vi) del 20 de febrero de 2014, expediente 20001-23-31-000-2001-011388-01; vii) del 27 de septiembre de 2013, expediente 05001-23-31-000-1999-02915-01, y viii) del 25 de agosto de 2009, expediente 18001-23-31-000-1995-05743-01.
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